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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DE JUSTICIA
 16155 ORDEN JUS/2807/2008, de 30 de septiembre, 

por la que se publica el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 26 de septiembre de 2008 por el 
que se fija el módulo para la distribución del 
crédito que figura en los Presupuestos Genera-
les del Estado para el año 2008, destinado a 
subvencionar los gastos de funcionamiento de 
los juzgados de paz.

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de 
septiembre de 2008, ha adoptado el Acuerdo por el que 
fija el módulo para la distribución del crédito que figura 
en los Presupuestos Generales del Estado para el año 2008, 
destinado a subvencionar los gastos de funcionamientos 
de los juzgados de paz.

Para general conocimiento se procede a la publicación 
del referido Acuerdo que figura como anexo a esta 
Orden.

Madrid, 30 de septiembre de 2008.–El Ministro de Jus-
ticia, Mariano Fernández Bermejo.

ANEXO

Acuerdo del Consejo de Ministros de 26 de septiembre 
de 2008, por el que se fija el módulo para la distribución 
del crédito que figura en los Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2008, destinado a subvencionar los 

gastos de funcionamiento de los juzgados de paz
Primero.–Las subvenciones a los ayuntamientos para 

los gastos de funcionamiento de los juzgados de paz se 
modularán en función de la población de derecho de los 
municipios, de conformidad con los siguientes tramos: 

Número de habitantes Cuantía anual/euros

  

De 1 a 499 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  458
De 500 a 999 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  858
De 1.000 a 2.999 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.618
De 3.000 a 4.999  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.328
De 5.000 a 6.999  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.881
De 7.000 o más . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.335

 Segundo.–En virtud de lo dispuesto en la disposición 
adicional décima de la Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1993, los ayunta-
mientos de los municipios integrantes de cada una de las 
agrupaciones de secretarías de juzgados de paz, constitui-
das con arreglo a lo dispuesto en el artículo 50.1 y 2 de la 
Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de demarcación y de 
planta judicial, percibirán el 50 por ciento de la cantidad 
que, por población de derecho, les corresponda.

El otro 50 por ciento pasará a incrementar la cantidad 
que, en función de su población de derecho, corresponda 
a los ayuntamientos de los municipios sedes de las cita-
das agrupaciones.

Tercero.–De acuerdo con lo dispuesto en los Reales 
Decretos 966/1990, de 20 de julio; 1684/1987, de 6 de 
noviembre; 2166/1994, de 4 de noviembre; 293/1995, de 24 
de febrero; 2462/1996, de 2 de diciembre; 142/1997, de 31 
de enero; 813/1999, de 14 de mayo, 1429/2002, de 27 de 
diciembre, 966/2006, de 1 de septiembre, 817/2007, de 22 
de junio y 1702/2007, de 14 de diciembre, sobre traspaso 
de funciones de la Administración del Estado a la Genera-
lidad de Cataluña, Comunidad Autónoma del País Vasco, 
Comunidad Autónoma de Galicia, Comunitat Valenciana, 
Comunidad Autónoma de Canarias, Comunidad Autó-
noma de Andalucía, Comunidad Foral de Navarra, Comu-
nidad de Madrid, Comunidad Autónoma del Principado 
de Asturias, Comunidad Autónoma de Cantabria y Comu-
nidad Autónoma de Aragón, respectivamente, en materia 
de provisión de medios materiales y económicos para el 
funcionamiento de la Administración de Justicia, este 
acuerdo no será de aplicación a los ayuntamientos de las 
mencionadas comunidades autónomas. 

COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN
 16156 LEY 4/2008, de 15 de septiembre, de medidas 

sobre urbanismo y suelo.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de 
Castilla y León han aprobado y yo en nombre del Rey y de 
acuerdo con lo que se establece en el artículo 25.5 del 
Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación 
de la siguiente ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. La Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Cas-
tilla y León, ha estado vigente desde el 5 de mayo de 1999, 
habiendo llegado a ser una de las normas más longevas 
del Derecho Urbanístico español. Hoy en día, la experien-
cia de su aplicación aconseja actualizar algunos de sus 
contenidos para mantener su sintonía con la sociedad de 
Castilla y León, al tiempo que otros deben adaptarse a la 
legislación básica del Estado en materia de suelo. Junto a 
esos dos objetivos generales, esta Ley pretende apoyar la 
política de vivienda en un momento de gran sensibilidad 
social con el mandato del artículo 47 de la Constitución: el 
urbanismo debe ser un instrumento más, y no el menos 
importante, para promover su efectivo cumplimiento. Y 
también es conveniente, en este preciso momento, apo-
yar al sector de la construcción, que ha contribuido de 


